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    A la memoria de Jaime y su optimismo incansable e inspirador.




    A los sueños de Andrés; queremos que el Perú sea el país para hacerlos realidad.




    A todos los autores de cuyas dedicatorias nos burlamos.




    Solo cuando escribes el primer libro entiendes por qué es necesario el cliché.


  




  

    Introducción a la segunda edición de




    El Perú está calato


  




  

    Cuando El Perú está calato fue publicado en mayo del 2015, tuvo una recepción ambivalente. El libro fue mucho más comentado de lo que hubiésemos esperado y fue un modesto éxito en ventas; algo que no imaginábamos. Pero despertó dos reacciones sorprendentes entre un público que, a priori, hubiésemos pensado que simpatizaría al menos parcialmente con las hipótesis del libro. Por un lado, hubo periodistas, economistas y comentaristas de derecha que fueron muy críticos de nuestro argumento. Hubo también mucho escepticismo entre economistas y empresarios, quienes sin llegar a ser críticos descartaron, rápidamente, nuestras advertencias. Por otro lado, algunos intelectuales simpatizaron con el análisis sobre la debilidad institucional del país, pero ignoraron por completo el argumento sobre la urgencia de hacer reformas económicas para mejorar la productividad y competitividad.




    En el evento de presentación del libro, el excelente economista Gustavo Yamada hizo alusión a la frase que citamos de Warren Buffett —“Solo cuando la marea baja se ve quiénes estuvieron nadando calatos”— y sostuvo que el Perú está nadando con traje de buzo, máscara y snorkel, listo para cambios de marea y de temperatura. Se refería a que, en su visión, la economía peruana estaba muy sólida.




    Reacción similar tuvieron otros economistas por cuyos trabajos, al igual que el de Gustavo, tenemos gran admiración y respeto intelectual.




    La discusión siguió mientras las proyecciones de crecimiento de la economía peruana bajaban, hasta que en la segunda vuelta de las elecciones del 2016 Pedro Pablo Kuczynski le ganó la presidencia a Keiko Fujimori. En ese momento, incluso muchos de los que llegaron a pensar que el Perú estuvo calato sintieron que el país, rápidamente, se había vestido con un traje digno de una reunión de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos OECD.




    De alguna manera no importó que las elecciones anunciaran nuestra debilidad institucional de una manera tan cruda como un saludo de cumpleaños con tortazo en la cara. La volatilidad en la intención de voto durante la campaña —en la que hubo hasta seis candidatos que se asomaron a la segunda vuelta en diferentes momentos— y la incertidumbre causada por las decisiones del Jurado Nacional de Elecciones fueron rápidamente olvidadas.




    A casi nadie pareció preocuparle mucho que el ganador de las elecciones no tuviese partido y que su pequeña bancada parlamentaria fuese una agrupación de independientes con la cohesión ideológica de dos boxeadores atrapados en un clinch.




    Si bien su opositora sí tenía un partido —o al menos así parecía en ese momento—, su bancada era una suma de intereses particulares —y en muchos casos oscuros—, con una mayoría de personas sin trayectoria ni experiencia política, ni vinculación al partido más allá de la conveniencia de ser parte de la bancada mayoritaria.




    La canción del milagro peruano que había contagiado a buena parte del liderazgo del país y que hizo creer que la economía podía seguir creciendo a tasas altas fue interrumpida, brevemente, por el ruido estridente de la campaña política del 2016. Pero tan pronto terminaron las elecciones, la melodía volvió a sonar renovada ahora con un coro estilo góspel que inyectaba más entusiasmo: el supuesto de que el Gobierno y el partido opositor profesaban el mismo credo económico. Con esta comunión se pensó que ahora sí el país no tendría problema alguno en seguir creciendo a tasas altas.




    Un grupo muy grande del sector privado quiso creer en la lírica de una canción que pregonaba optimismo, cayendo en la trampa de pensar que lo único que necesitamos para crecer es un Gobierno que quiera promover la inversión y un Parlamento que lo deje hacerlo. Esta trampa, sin duda, fue alentada por otra: la ilusión del milagro económico peruano y su conexión con la gestión económica del segundo gobierno de Alan García. Como demostramos en el libro, durante el quinquenio de García II, la economía peruana —al igual que casi toda América Latina— creció impulsada por condiciones internacionales extraordinariamente favorables. Sin embargo, para una parte importante del establishment económico, el éxito se debió a un Gobierno que promovía la inversión y a un Congreso que lo dejó trabajar. Hoy sabemos, además, que la corrupción manchó algunos de los proyectos emblemáticos de esos años.




    Lamentablemente, algo que no ha cambiado en los últimos cuatro años es que la discusión sobre política económica sigue siendo banal e intrascendente. Lo que reclama el sector privado al Gobierno sigue siendo más proyectos de infraestructura y más inversión minera. Ambas cosas son, sin duda, indispensables. Pero son la punta del iceberg en términos de lo que debemos pedirle a un Gobierno. La agenda de discusión debería ir mucho más allá y poner sobre la mesa una reforma laboral —por más impopular que sea—, reformas tributarias y de mercado de capitales, políticas de promoción de la innovación y diversificación productiva, facilitación de negocios, formalización, etc.




    La gran traba para la mejora en la productividad en el Perú es la informalidad, pero es un tema que casi no se discute y sobre el que no se ha avanzado nada. El recientemente formado Consejo Privado de Competitividad está haciendo esfuerzos por crear una agenda, pero no se escucha a otras organizaciones que se le sumen. La Comisión de Protección Social, nombrada por el Ministerio de Economía a fines del 2016 y que contó con la participación y asesoría de algunos de los economistas más destacados no solo del Perú, sino de América Latina, produjo un informe con reformas que ya nadie discute ni recuerda. Lo mismo ocurre con la inversión en infraestructura. Las capacidades del Estado para llevar a cabo proyectos de inversión pública y de asociación público privada de calidad no ha avanzado nada. Para muchos incluso se ha deteriorado.




    Tampoco ha cambiado el escenario internacional. Cuando publicamos el libro advertimos que la economía internacional se tornaría sombría para el Perú, como lo explicamos en los primeros capítulos. Pero aún así subestimamos lo desfavorable que serían las condiciones globales para el país. La guerra comercial desatada por Estados Unidos y la volatilidad financiera que ha generado el largo periodo de dinero fácil en la economía global están creando más riesgos que los que pudimos ver cuando escribimos el libro.




    Sin embargo, lo más importante que han demostrado los últimos cuatro años es que nuestros problemas económicos están inexorablemente ligados a nuestras deficiencias políticas e institucionales. Y esa es la tesis central del libro. Lo ocurrido durante el periodo PPK-Vizcarra fue incluso más allá de lo que nosotros previmos. Nuestra principal preocupación fue la de un gobernante autoritario que quiera acumular poder y se aproveche de nuestra debilidad institucional para eso.




    Si bien el libro tiene un capítulo entero dedicado a las nefastas consecuencias de un Congreso sin políticos ni partidos, no previmos que la crisis se originaría ahí.




    Lo que no vimos fue que el exceso de bandidos pasajeros —personas que entran a la carrera política con un horizonte de corto plazo y con la única intención de obtener beneficios privados, como lo explicamos en el capítulo cuatro— en el Parlamento generaría una terrible dinámica de confrontación, la cual, combinada con el huracán de Lava Jato, llevaría al país al borde de un quiebre institucional.




    La mayoría parlamentaria, compuesta principalmente por bandidos pasajeros, actuó de manera cortoplacista sin pensar en las consecuencias de mediano y largo plazo, y en los precedentes que sentaba. Torció las reglas de juego del sistema político a su antojo para lograr pequeñas victorias sin pensar qué pasaría si esas mismas reglas torcidas se les aplicaban si llegaban al Ejecutivo. Probablemente, a la mayoría de congresistas de la oposición ni siquiera le importaba, dado que para ellos esto era un juego temporal para beneficiarse mientras pudieran y sin la intención de construir una carrera política.




    Los dos intentos de vacancia del expresidente Pedro Pablo Kuczynski son un ejemplo. Más allá de la discusión sobre la ética en el manejo de las relaciones públicas y privadas del exmandatario, lo cierto es que el Congreso actuó de manera apresurada y desprolija para usar un mecanismo constitucional que corresponde a casos extremos. En ninguno de los dos intentos de vacancia hubo un esfuerzo riguroso por sustentar un caso, discutirlo y buscar sentar un precedente razonable sobre cómo debía usarse una figura tan ambigua como la incapacidad moral.




    Esto contrasta, dramáticamente, con la experiencia reciente de Estados Unidos, donde a pesar de la extrema rivalidad que existe entre el gobierno de Donald Trump y la oposición, los demócratas discutieron el argumento de vacancia (impeachment) y la evidencia presentada durante dos años antes de abrir un procedimiento formal. Los demócratas no estaban dispuestos a intentar vacar a un presidente —con el costo político que eso podría tener para ellos si era percibido como ilegítimo—, si no construían un caso muy sólido. Un político profesional con un partido actúa en función de ese tipo de consideraciones, que le dan estabilidad y razonabilidad al sistema. Un bandido pasajero no. Las declaraciones de la líder del Congreso, Nancy Pelosi, son reveladoras por el contraste: “Ninguno de nosotros llegó al Congreso para vacar a un presidente; estos son tiempos muy tristes para nuestro país”1.




    Otro ejemplo es la modificación del reglamento del Congreso en marzo del 2018 para impedir que el Ejecutivo pueda hacer cuestión de confianza por normas, interpelaciones o censuras. O el intento de impedir a la fuerza —bloqueando las puertas— que el entonces presidente del Consejo de Ministros, Salvador del Solar, ingrese al pleno para presentar una cuestión de confianza en setiembre del 2019. Nuevamente, cualquier político que esté en el juego a largo plazo habría tomado en cuenta que el día de mañana esas mismas reglas y estándares se le podrían aplicar a él y a su grupo. Pero no era el caso en este Congreso.




    Esta visión miope fue exacerbada por dos elementos. El primero es el precedente que sentaron la Fiscalía y el Poder Judicial con el uso de la prisión preventiva para los políticos acusados de haber recibido dinero de Odebrecht.




    Esto elevó, sustancialmente, lo que está en juego para muchos políticos. Con este precedente cambia su objetivo. Ya no se trata de promover sus intereses, sino de evitar la cárcel, lo que los motiva a un comportamiento mucho más extremo y radical.




    Ya no es una pugna por quien queda mejor parado en un juego político de corto plazo, sino por la supervivencia. En consecuencia, la contienda se vuelve mucho más agresiva.




    Así se explica la forma tan burda en que el Congreso intentó cooptar las instituciones judiciales. La actitud de la mayoría parlamentaria frente a los casos del exjuez César Hinostroza y el fiscal Pedro Chávarry, ambos investigados por su relación con la organización criminal Cuellos Blancos del Puerto, es casi inexplicable si no se conecta con su intento por defenderse de lo que percibían como una grave amenaza. La mayoría parlamentaria hizo todo lo posible por dilatar y luego evitar sancionar a Hinostroza y Chávarry, a pesar de la evidencia que se acumulaba en contra de ellos y del repudio de la opinión pública. Para un político es suicida ponerse tan abiertamente del lado de los investigados por corrupción y enfrentar el rechazo ciudadano, incluso el alejamiento de sus propios simpatizantes. La miopía no basta para explicar esto. Estaban defendiéndose de algo que percibían como un peligro inminente.




    Paradójicamente, el precedente de la prisión preventiva es en parte consecuencia de la prevalencia de políticos sin un horizonte de largo plazo. La prisión preventiva fue alentada por los propios fujimoristas y apristas al aplaudirla cuando se le aplicó a los Humala en el 2016. Su revanchismo cortoplacista los llevó a vitorearla, sin pensar que se les podría aplicar a ellos. Una vez más, no les importó la razonabilidad de las reglas de juego, solo a quien perjudicaban en el momento.




    El segundo elemento que exacerba el cortoplacismo es la prohibición de la reelección parlamentaria porque aumenta la desconexión entre los congresistas y la ciudadanía.




    La reelección es el premio del elector al buen comportamiento de sus políticos. Para algunos congresistas, la promesa de la reelección ofrece un incentivo para atender demandas ciudadanas y los hace sensibles a la opinión pública. Pero al quitarles el premio se les empuja a un comportamiento más cortoplacista. Se les convierte a la fuerza en algo parecido al bandido pasajero.




    En el libro describimos también cómo la falta de legitimidad de las instituciones judiciales las hacía muy vulnerables a interferencia política. Pero no previmos la dinámica perversa de judicialización de la política y politización de la justicia que se desataría. Un Congreso dominado por bandidos pasajeros aterrorizados por las consecuencias de Lava Jato fue un caldo de cultivo perfecto para esto.




    Desde inicios del periodo, la mayoría parlamentaria intentó lograr por la vía judicial lo que no podía conseguir por la vía política. A través del uso de comisiones investigadoras —desde Lava Jato hasta Chinchero— intentó amedrentar al Ejecutivo y proteger a sus aliados. El intento por copar el Tribunal Constitucional, que generó el pedido de confianza con el que se disolvió el Congreso, fue el último ejemplo.




    Si bien la judicialización de la política ocurrió con más intensidad en este periodo de gobierno, no es algo nuevo en el Perú. Lo que sí nos llamó más la atención es el fenómeno complementario: la politización de la justicia.




    La búsqueda de respaldo político de los fiscales —y en menor medida los jueces— involucrados en los casos de corrupción (principalmente Lava Jato) es una respuesta a la falta de legitimidad de sus instituciones. Si los fiscales tienen que buscar acumular capital político, es decir, empoderarse a través del respaldo ciudadano, para hacer mejor su trabajo y lograr sus objetivos, es porque sus instituciones no tienen ganada la legitimidad social que les permita actuar sin que se cuestione la esencia de su trabajo.




    El capital político de los actores judiciales puede ser muy efectivo. Por ejemplo, a lo largo del 2018 y 2019, hubo ciudadanos que interpusieron acciones de amparo en diferentes partes del país para proteger a los fiscales del caso Lava Jato. Otra muestra fueron las protestas de respaldo a los fiscales Vela y Pérez cuando fueron destituidos en Año Nuevo del 2018.




    El problema con esto es que, si los fiscales y jueces saben que necesitan cultivar apoyo político, esto se convierte, inevitablemente, en un criterio importante para sus decisiones. Su accionar se contamina por el cálculo político, no solo el jurídico. Cuando deciden a quién acusar, por qué y cómo, así como cuándo y qué declarar, podrían estar teniendo en cuenta consideraciones extrajudiciales.




    Ya hemos tenido algunas muestras de esto. El periodista de investigación Ricardo Uceda, que no es ningún simpatizante del fujimorismo, ha criticado que la Fiscalía haya pedido prisión preventiva para la colaboradora de Keiko Fujimori, Ana Herz, sin hacer ninguna imputación específica. También que el pedido de prisión preventiva de Vicente Silva Checa, asesor de Keiko Fujimori, haya estado basado en “inferencias sin base objetiva”2. Por otro lado, la abogada y periodista Rosa María Palacios, crítica acérrima del fujimorismo, ha cuestionado en repetidas ocasiones la validez legal de la acusación de lavado de activos contra Keiko Fujimori3.




    Un estudio de la Fundación para el Debido Proceso concluyó en que la prisión preventiva en el Perú no es solo el resultado de la acción independiente del fiscal y juez, sino que es muy sensible a presiones generadas por la coyuntura y por la sociedad4. Existe, por lo tanto, un riesgo grande de que la justicia se siga contaminando por la política de manera directa —a través de la interferencia de los políticos— e indirecta, a través de su propia búsqueda de legitimidad. Ambas cosas son una consecuencia de la debilidad de las instituciones judiciales en el país.




    El rápido deterioro institucional originado desde el Congreso por la predominancia de bandidos pasajeros, exacerbado por los cambios normativos y por el comportamiento de las instituciones judiciales, llegó a su clímax con la disolución del Congreso por el Ejecutivo el 30 de setiembre del 2019.




    El resultado de nuestra precariedad política e institucional fue que se llevó al país al borde del colapso. Congreso y Ejecutivo no encontraron en la Constitución mecanismos aceptados para resolver sus conflictos, pero no porque no los hubiera, si no porque la oposición en el Parlamento, desató una dinámica autodestructiva que llevó a ambos a usar su poder para desconocer las reglas de juego o forzarlas para sobrevivir. La disolución del Congreso, si bien no fue un golpe de Estado5, generó amplias dudas sobre su constitucionalidad. Si esto refleja un avance en comparación con décadas pasadas, cuando los conflictos de un gobierno dividido se resolvieron con un quiebre de la democracia, o si refleja solamente suerte y más bien ha sentado un precedente negativo que, en el futuro, servirá a algún populista autoritario para concentrar el poder, es algo que aún es muy pronto para definir.




    Pero como país nos toca aprender de esta experiencia y entender, de una vez por todas, que no podemos seguir dejándole el país en bandeja a los bandidos pasajeros, al lumpen político. No podemos seguir cruzando los dedos para que, mágicamente, se forme un gobierno de iluminados. Los políticos que necesitamos no van a llegar de manera espontánea. Tenemos que crear incentivos para que se formen partidos sólidos, que quieran invertir en marcas partidarias que signifiquen algo para el electorado y cuyo significado quieran proteger. Tenemos que promover la proliferación de emprendedores políticos que busquen una carrera al servicio del ciudadano. Esto requiere avanzar con las reformas políticas e institucionales —las comisiones Tuesta y Wagner son un buen punto de partida—, pero con una discusión seria, que involucre a los actores relevantes y con una implementación rigurosa. No podemos seguir confiando en que el hada del desarrollo nos regalará gobernantes buenos o que seguiremos creciendo a pesar de no hacer reformas.




    El milagro económico peruano nunca fue tal. Lo poco de milagroso que hubo fue que a pesar de la corrupción e incompetencia de nuestros gobiernos, a pesar de la enorme desaprobación ciudadana a sus gobernantes y políticos, a pesar de lo escabrosamente endeble de nuestras instituciones, sobrevivimos más de 15 años a un presidencialismo débil, sin crisis. Hasta el periódo PPK-Vizcarra.




    Pero ahora que la economía está estancada en la mediocridad debe quedarnos claro de que sin reformas políticas no habrá reformas de productividad, sino todo lo contrario, más retrocesos.




    Ese es el mensaje central del libro, y es aún más relevante que hace cuatro años.




    Lima, 18 de octubre de 2019.




    




    

      

        1 Las declaraciones de Pelosi se dieron en un evento en Carolina del Sur y fueron reportadas por la edición digital del diario local The Post and Courier el 4 de octubre de 2019.


      




      

        2 Ver la columna de Uceda en La República: “Apelación bajo crítica”, publicada el siete de enero de 2019.


      




      

        3 Por ejemplo, en entrevista con Sigrid Bazán el 10 de octubre de 2018, Palacios manifestó: “Considero, personalmente, que Keiko no debería estar en prisión y que el cumplimiento de todo el proceso debería terminar en el archivo del caso”.


      




      

        4 Fundación para el Debido Proceso. (2013). Independencia judicial insuficiente, prisión preventiva deformada. Washington DC.


      




      

        5 Un golpe de Estado implica debilitar o intervenir todos los contrapesos al poder del Ejecutivo (judiciales y de libertad de expresión y reunión) e impedir elecciones competitivas. Hasta la publicación de este libro, ninguna de las dos cosas había ocurrido, ni tenía visos de ocurrir.
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